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El agua comunitaria en 
Colombia en tiempos de 
la pandemia covid-194

Introducción

Este capítulo describe las mejores prácticas y los desa-
fíos de la gestión comunitaria del agua (GCA) en Co-
lombia en el marco de la pandemia ocasionada por el 
virus covid-19. En 1991 en Colombia los acueductos 
comunitarios empezaron a gozar de un reconocimiento 
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constitucional diferenciado y especial al incluirse junto 
al Estado y a los particulares como posibles garantes 
del suministro de agua potable en Colombia. En tanto 
experiencias que impulsan la democracia participativa, 
que pertenecen al sector de la economía solidaria y que 
se articulan bajo esquemas sin ánimo de lucro, las co-
munidades organizadas en torno a la GCA quedaron 
incluidas en el orden jurídico nacional sin ser asimila-
das a otros prestadores del servicio de acueducto que 
tienen su origen en esquemas empresariales públicos, 
privados o mixtos y que funcionan bajo lógicas de mer-
cado (Corte Constitucional, Sentencia T-233 de 2018).

Sin embargo, pese a que el Estado está obligado a satis-
facer y garantizar el derecho al agua (Corte Constitucio-
nal, Sentencia T-225 de 2015), lo cierto es que ha omi-
tido una acción esencial para la protección y respaldo a 
estas organizaciones: la expedición de un régimen legal 
diferenciado y acorde a sus características y a las de las 
poblaciones por ellos beneficiadas, en su mayoría rura-
les o urbano populares (RNAC, 2015). Dicha omisión 
se traduce en la existencia de un único marco regulato-
rio cuya norma principal es la Ley 142 de 1994, y que 
está dirigido a prestadores con estructura empresarial 
pero que por analogía ha sido aplicado indistintamente 
a las comunidades autogestoras del agua. Este régimen 
jurídico existente ignora e incluso obstruye prácticas 
culturales y tradicionales para cuidar las cuencas y ge-
nerar consensos locales que no caben en los formatos 
exigidos por la reglamentación (RNAC, 2017). 

Para responder la pregunta de investigación, este es-
tudio se centró en indagar sobre la Red Nacional de 
Acueductos Comunitarios de Colombia (RNAC) en el 

REVISTA INFORMATIVA #1



2

contexto actual. La RNAC es una red que reúne más de 
700 organizaciones autogestoras del agua articuladas 
a procesos regionales de los departamentos de Cun-
dinamarca, Valle del Cauca, Cauca, Bolívar, Magdale-
na, Sucre, Guajira, Nariño, Meta, Casanare, Guaviare, 
Santander, Antioquia y Boyacá. Se empleó una meto-
dología mixta que incluía análisis de fuentes secunda-
rias y primarias. Las fuentes secundarias recopiladas 
tuvieron relación con leyes y políticas estatales expedi-
das sobre los servicios públicos domiciliarios del agua 
durante la pandemia, así como informes elaborados 
por la RNAC. Las fuentes primarias consistieron, por 
una parte, en datos cuantitativos obtenidos mediante 
una encuesta en línea cuyo cuestionario fue autoad-
ministrado usando la herramienta de Google Forms, 
y datos cualitativos fruto de entrevistas telefónicas en 
profundidad con asociados de los acueductos. La en-
cuesta virtual fue implementada durante los meses de 
junio y julio de 2020, y tanto en su diseño como en su 
aplicación e interpretación de resultados participó la 
RNAC. Se obtuvo una muestra de 101 organizaciones 
a través de un envío tipo bola de nieve (muestreo no 
probabilístico). Luego de procesar la información de 
la encuesta, se seleccionaron unos casos para realizar 
entrevista en profundidad.

A continuación, presentamos los hallazgos de la in-
vestigación. En un primer lugar, exponemos el marco 
jurídico en relación con los acueductos comunitarios 
decretado durante la pandemia. En segundo lugar, 
describimos los hallazgos sobre las medidas comunita-
rias en el acceso al agua y las formas de financiamiento 
ofrecidas durante el periodo de pandemia. Finalmente, 
presentamos algunas reflexiones finales con relación a 
la democratización de la gestión comunitaria del agua 
y recomendaciones para el futuro.

Sabedoras del autocuidado y con toda precaución, he-
mos intensificado el monitoreo comunitario de nues-
tras fuentes e infraestructuras: Limpieza de cauces y 
bocatomas, lavado de tanques, cambio de tubos y cana-
les, de arietes y motobombas, aislamiento de manantia-
les, zonas de retiro para proteger los hábitats de nues-
tras aguas, de cauces y lagunas, de páramos y pozos.

Contra el desconocimiento y las amenazas de la priva-
tización, contra los impuestos y las cargas que se nos 
imponen, contra la contaminación de las actividades 
extractivistas, contra la destrucción de nuestros bos-
ques y el despojo de nuestros territorios y sus bienes 
naturales, existimos, nos reconocemos y solidariza-
mos.  Somos Solidarias con el agua, hacemos econo-
mías solidarias y nos garantizamos el derecho al agua.  
Mantenemos esta herencia ancestral, somos la gestión 
comunitaria del agua que habita a lo largo y ancho de 
nuestra América.  

Medidas normativas de urgencia

Las medidas normativas de urgencia tomadas por el 
gobierno nacional durante la pandemia reproducen, 
en su mayoría, las exclusiones y desconocimientos a 
los que han estado sometidos los acueductos comu-
nitarios históricamente. Los decretos expedidos se 
caracterizan por reforzar los enfoques que han predo-
minado en la lógica de gestión del agua para consumo 
humano en Colombia: un enfoque urbano y empre-
sarial que transforma una relación de ciudadanía en 
una relación mercantil al margen de una perspectiva de 
derechos. No aportan soluciones a los acueductos co-
munitarios o tienen el potencial de imponerles costos 
financieros y cargas administrativas que sobrepasan y 
desconocen sus capacidades (RNAC, 2020a). 

Fotografía: Jeremy Bishop
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Cuadro 1
Medidas de emergencia y su impacto en el suministro comunitario de agua

Medida normati-
va de emergencia

Contenido Relación con la GCA

Decreto Ley 441 
de 2020

Garantizar el abastecimiento 
de agua a los hogares, orde-
nando la reconexión, reins-
talación o la prohibición de 
incremento de tarifas.

En el caso de los acueductos comunitarios no eran nece-
sarias dadas las condiciones de solidaridad, democracia y 
enfoque de derecho con las que dichas organizaciones ga-
rantizan el acceso al agua.

Decreto Ley 528 
de 2020

Crear mecanismos para fi-
nanciar a las empresas cuya 
recuperación de costos que-
daría limitada como conse-
cuencia del decreto anterior. 
Con esta norma, los recur-
sos que no podrían apor-
tar de forma inmediata los 
clientes del servicio de agua 
serían habilitados mediante 
facilidades para el acceso a 
créditos para las empresas.

No contempla las urgencias financieras que podrían afectar 
a los acueductos comunitarios. Los requisitos para acce-
der a los créditos están condicionados a una organización 
contable que la mayoría de las comunidades organizadas 
gestoras del agua no tienen, además las organizaciones que 
lograran acceder a ellos estarían poniendo en riesgo su pa-
trimonio comunitario al significar el endeudamiento de las 
comunidades por años.

Decreto Ley 580 
de 2020

Aumentar los subsidios y 
destinar recursos públicos 
para el suministro de agua.

(Declarado inexequible por 
la Corte Constitucional por 
vicios de forma).

Su asignación está sujeta invariablemente a las metodolo-
gías y requisitos definidos en la Ley 142 de 1994, lo que sig-
nifica que los acueductos comunitarios no pueden acceder 
por no ajustarse a dicho marco jurídico.

Decretos como 
el 512, 513 y 
algunas dispo-
siciones del 580 
de 2020 

Habilitar el uso de recursos 
como los fondos de solidari-
dad o cambios en el régimen 
de asignación de regalías.

No contemplan ninguna garantía real de que estos recur-
sos se invertirán en los acueductos comunitarios o que con 
estos podrá apoyarse su gestión y en todo caso quedan su-
jetas a la voluntad política o disponibilidad presupuestal de 
los gobiernos municipales y departamentales.

Decreto 819 de 
2020

Consagra la posibilidad de 
un subsidio rural para acue-
ductos comunitarios.

Si bien esta medida establece menos requisitos que los es-
tablecidos en la Ley 142 de 1994 para el acceso a subsidios, 
la verdad es que sólo se beneficiarán los acueductos con-
trolados y vigilados por la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios y estos son aproximadamente 1.621 
de más de 12.000 organizaciones censadas.
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Mejores prácticas de la gestión 
comunitaria del agua frente a la 
pandemia 

Garantizar la cobertura y calidad del agua siempre ha 
sido una preocupación de los acueductos comunita-
rios. Según sus capacidades y particularidades, han 
implementado tecnologías apropiadas y diversas estra-
tegias para la gestión y el cuidado de las microcuen-
cas. La prioridad de este objetivo se evidencia en el 
documento que construyeron y divulgaron en donde 
establecen: “Recomendaciones generales frente a la 
pandemia del COVID-19 en las prácticas de la gestión 
comunitaria del agua”, en él precisaban algunas me-
didas para proveer agua segura tanto en sistemas con 
potabilización como sin tratamiento, enfocándose en 
una desinfección centralizada efectiva con cloro, para 
el primero, y en métodos para la desinfección del agua 
en los hogares, para el segundo (RNAC, 2020b).

Aun cuando la bibliografía consultada durante ese mo-
mento citaba que no existía evidencia sobre la super-
vivencia del virus COVID-19 en el agua potable (Cen-
ters for Disease Control and Prevention [CDS], 2019; 
Ministerio de Salud y Protección Social de Colombia, 
2020; Organización Mundial de la Salud [OMS], 2020), 
los acueductos comunitarios se autoconvocaron a la 
implementación de protocolos adicionales de limpieza 
y tratamiento del agua.  Por tratarse de un patógeno 
emergente y poco estudiado, la preocupación sobre la 
forma de propagación del virus y el riesgo de que se 
transmitiera por el agua seguía existiendo. La RNAC 
promovió de este modo conductas guiadas por el prin-
cipio de precaución y su acogida se vio reflejada en la 
encuesta cuyos resultados hacen parte de esta investi-
gación. 

Según esta encuesta, el 94% de las organizaciones par-
ticipantes han tomado medidas para garantizar la ca-
lidad del agua, mientras el 6% restante consideró que 
no eran necesarias disposiciones adicionales a las que 
ya tenían incorporadas en su normal accionar. Entre 
las medidas tomadas para garantizar la calidad del agua 
se destacan: la intensificación del monitoreo y trabajo 

comunitario, el cuidado de la microcuenca, acciones 
para mejorar la infraestructura, y el diseño e imple-
mentación de protocolos adicionales de limpieza y tra-
tamiento del agua.

Monitoreo y trabajo comunitario 

Dentro de las medidas que señalan para garantizar la 
calidad del agua las organizaciones manifestaron que 
han intensificado el trabajado tanto en aspectos como 
el seguimiento del sistema (monitoreo comunitario), 
como la atención rápida a daños para garantizar cali-
dad y continuidad en el suministro del agua. El traba-
jo mancomunado o comunitario a través de mingas, 
convites y jornadas de trabajo ha sido la principal for-
ma de construir, reparar y mantener los acueductos 
comunitarios inclusive en tiempos de pandemia. Si 
bien no ha sido posible realizar reuniones de grupos 
numerosos, dichas labores se han repartido entre los 
miembros de la comunidad, en unos casos recayendo 
las tareas en unas pocas personas, en otros rotándose 
las responsabilidades.

En el caso del acueducto del resguardo indígena Re-
fugio del Sol El Encano en el municipio de Pasto-Na-
riño: “cuando existen dificultades con la infraestruc-
tura, se rompen las mangueras o los tubos se tapan, 
entonces la misma comunidad se reúne y suben hasta 
la montaña a arreglar ellos mismos” tal como cuenta 
una de sus miembros porque en su experiencia: “La 
comunidad es la que se organiza para poder trabajar 
mancomunadamente en bien del propio acueducto” 
(Conversación personal, asociada Acueducto Resguar-
do Refugio del Sol El Encano, 5 de agosto de 2020).

Estas acciones de respuesta a la emergencia se acom-
pañan generalmente de nuevas y diversas estrategias de 
comunicación. En el acueducto de la Asociación Veci-
nal de las Aguas de Caluce (ASOAVEAGUASCALU-
CE) en el municipio de Palmira-Valle del Cauca esto se 
hace evidente pues si bien el fontanero y una lideresa 
han asumido la responsabilidad de hacer seguimiento 
del sistema de forma diaria, para ello implementaron 
un sistema de alertas tempranas que involucra a toda 
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la comunidad. Dicho sistema facilita 
la notificación de daños, incendios, 
cualquier riesgo en la microcuenca, 
y se complementa con el uso de un 
grupo de whatsapp para solucionar 
cualquier problema de forma inme-
diata (Conversación personal, aso-
ciada de ASOAVEAGUASCALU-
CE, 12 agosto 2020).

Cuidado de la microcuenca

“La calidad del agua es un reflejo del 
estado de la microcuenca”, esta es 
la consigna de muchos de los acue-
ductos de la RNAC. Con un trabajo 
riguroso y constante de conserva-
ción de las cuencas, las organizacio-
nes comunitarias articulan esfuerzos 
que incluyen procesos de restauración participativa, 
campañas pedagógicas con niños, donación, compra 
o entrega en comodato de predios por parte de los 
asociados y asociadas de las organizaciones a favor del 
acueducto, y presión a autoridades ambientales para 
que cumplan su labor. 

En general, se trata de prácticas anteriores a la decla-
ración de la emergencia por el COVID 19, como la 
compra de terrenos para reforestar la microcuenca he-
cha por el Acueducto Ojo de Agua de Palmarito-San-
tander. Sin embargo, al enfocarse en la restauración 
ecológica, denotan la capacidad de reacción de estas 
organizaciones para atender a sus comunidades en 
medio de una crisis como la provocada por la actual 
pandemia. Así se evidencia con este acueducto que 
durante la emergencia pudo incluso suministrar agua 
a los habitantes de una vereda vecina que se vieron 
afectados por el verano y la escasez de agua (Conver-
sación personal, asociado del Acueducto Ojo de Agua 
Palmarito, 03 de agosto 2020). 

En Barbosa-Antioquia una asociada del acueducto de 
la vereda Platanito, resalta que la comunidad mantiene 
una lucha constante por la protección de “la piel de 

la microcuenca” como ella lo nombra. Señala que de 
esta forma se puede evitar “que la cobertura vegetal se 
pierda, que el agua pegue demasiado duro al suelo, y 
que todo eso se lave hasta llegar a la bocatoma conta-
minando el agua de la comunidad”. En esa protección, 
han hecho uso de instrumentos como el código de 
policía y solicitudes a autoridades ambientales (con-
versación personal, asociada Acueducto Asociación 
de usuarios de acueducto de la Vereda Platanito, 18 
agosto 2020).

Otro ejemplo de estas buenas prácticas se sitúa en un 
acueducto del municipio de Palmira-Valle del Cauca 
donde la organización hoy es reconocida como una 
organización ambiental y social. Dicho reconocimien-
to se debe al trabajo de más de 15 años de motivación y 
articulación con toda la comunidad para apropiarse del 
territorio y así lograr la restauración de la microcuenca 
Los Naranjos a la cual pertenecen. Este proceso inició 
con el reconocimiento del territorio y la construcción 
de un diagnóstico participativo de su ecosistema bus-
cando siempre la articulación de todos los actores del 
territorio. A partir de ahí, han impulsado otras accio-
nes de restauración como siembra de árboles nativos, 
aislamiento de zonas de retiro, monitoreo comunitario 
y jornadas de recolección de residuos que, en general, 
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realizan mediante mingas  y de la mano de los guar-
dabosques de una comunidad vecina. Además, han 
construido alianzas importantes como la relación que 
mantienen con la Universidad Nacional de Colombia 
con sede en Palmira y con la Universidad del Valle, con 
quienes ya llevan trabajando 10 años en conjunto.

Algunos logros que la lideresa de este acueducto se-
ñala son: la recuperación del bosque en las franjas de 
retiro producto del trabajo realizado con las fincas que 
están alrededor de la fuente, aunque inicialmente sólo 
lograron acuerdos sobre aislamientos de 30 metros, 
hoy en día ya hay algunos de hasta 100 metros. Estas 
franjas de protección, según informa esta lideresa, le 
han permitido a la naturaleza recuperarse y convertirse 
en corredores biológicos activos que garantizan que el 
agua permanezca más tiempo en la microcuenca y que 
sea un agua de buena calidad (Conversación personal, 
asociada de ASOAVEAGUASCALUCE, 12 agosto 
2020).

Asimismo, en esta categoría de buenas prácticas rela-
cionadas con el cuidado de la microcuenca es intere-
sante resaltar el trabajo que viene realizando un acue-
ducto del municipio de Acacias-Meta dado el especial 
énfasis que hace en las labores de pedagogía ambien-
tal. En el proceso de restauración de la microcuenca 
esta organización incluye campañas de sensibilización 
de toda la comunidad para el ahorro de agua en cada 
casa, campañas pedagógicas con los niños en institu-
ciones educativas donde cada niño buscaba una plan-
ta, la cuidaba durante 6 meses para luego hacer una 
jornada de siembra en la bocatoma y el manejo de los 
residuos líquidos domésticos (conversación personal, 
asociada Asociación Comunitaria del Acueducto Vere-
dal AQUA7, 3 agosto 2020).

Este último aspecto es bien importante pues la comu-
nidad viene aplicando tecnologías apropiadas en las 
zonas donde no es posible llevar el alcantarillado por 
la topografía y la distancia entre las viviendas, separan-
do en estas fincas las aguas que contienen excretas, de 
las llamadas aguas grises que corresponden a las que 
se generan en la cocina, el lavadero de ropas, la ducha 

y el lavamanos. Para el tratamiento de las primeras em-
plean pozos sépticos y para las segundas biojardineras, 
tecnología que simula los procesos naturales de degra-
dación de la materia orgánica que se dan en la natura-
leza y que también son llamados humedales artificiales, 
no es más que un filtro de grava y piedra sobre el que 
se siembran plantas semiacuáticas.

Esta forma de tecnología que remueve la contamina-
ción, a través del reciclaje del agua, evita que las fuen-
tes de agua superficiales y subterráneas puedan verse 
afectadas por descargas de aguas residuales sin tratar. 
En estos tiempos de emergencia este es un punto cru-
cial puesto que la Organización Mundial de la Salud 
(OMS) ha expresado que cabe la posibilidad de que el 
covid-19, pueda estar presente en el agua cuando las 
fuentes abastecedoras reciben descargas de aguas resi-
duales. Por lo expuesto anteriormente la OMS (2020) 
explica que un agua de una fuente abastecimiento me-
jorada, refiriéndose a aquellas fuentes de agua que no 
reciban aguas residuales o en su defecto las reciban, 
pero tratadas, debería ser lo ideal en estos tiempos de 
pandemia para obtener el agua de los acueductos. Pues 
de esta forma el riesgo de presencia de coronavirus en 
los suministros de agua puede considerarse bajo.

Mejorar la infraestructura

Otra de las estrategias ampliamente adoptada por los 
acueductos comunitarios durante la contingencia fue 
realizar mejoras en su infraestructura. Así, por ejem-
plo, el Acueducto Regional Resguardo de Bonza en 
Paipa - Boyacá, cambió los lechos de los filtros para 
mejorar la eficiencia en la retención del material sus-
pendido (turbiedad) (conversación personal, asociado 
del Acueducto Regional Resguardo de Bonza, 10 de 
agosto 2020). Otros hicieron reparaciones en los tan-
ques de almacenamiento para evitar infiltraciones que 
pudieran ocasionar el deterioro de la calidad del agua 
(conversación personal, asociado del Acueducto Ojo 
de Agua Palmarito, 3 agosto 2020).

Adicionalmente, se realizaron trabajos para repo-
ner las redes de tuberías que pudieran incentivar la 
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contaminación microbiológica del agua (conversa-
ción personal, asociado de la Asociación de usuarios 
del acueducto de Nariño y Palo de Agua, 3 agosto 
2020; conversación personal asociada de ASOAVEA-
GUASCALUCE, 12 agosto 2020). Del mismo modo, 
buscando garantizar la cobertura en el acceso y su-
ministro del agua, las organizaciones comunitarias in-
forman que ante el aumento del consumo de agua en 
algunos territorios rurales se ha reforzado la atención 
a los daños o fugas que puedan presentar obstáculos 
para la garantía de continuidad en el flujo del agua. 
Este aumento, se debe, por un lado, al incremento del 
número de personas/familias que se han trasladado a 
vivir al campo. Por otro lado, debido al aumento de 
uso del agua para tareas de limpieza y desinfección. 
Existen acueductos como Las Ánimas-Piedrahita 
(Don Matías) o el de Cascajo (Marinilla) en el depar-
tamento de Antioquia que realizan micromedición del 
uso del agua y han podido constatar esto (conversación 
personal, asociada acueducto Cascajo, 04 de agosto). 
En otros territorios rurales dependientes del turismo 
como El Encano en el departamento Nariño, en cam-
bio, el consumo de agua ha disminuido (conversación 
personal, asociada, 05 de agosto 2020).

Asimismo, unos acueductos comunitarios aprovecha-
ron para actualizar el sistema construyendo unidades 
para disminuir la cantidad de sólidos que puede trans-
portar el agua, unidades con las que no contaban o que 
por la necesidad de emplear fuentes alternas se vieron 
obligados a construir. Este fue el caso de un acueducto 
de Acacias-Meta que construyó una bocatoma en una 
fuente alterna, puesto que el río del que se abastecen 
lleva gran cantidad de sólidos suspendidos (turbiedad) 
durante la época de lluvia, haciendo muy difícil su tra-
tamiento (conversación personal, asociada Asociación 
Comunitaria del Acueducto Veredal AQUA7, 3 agosto 
2020).

Protocolos adicionales de limpieza y tratamiento 
del agua

En la encuesta y las entrevistas realizadas se menciona 
el aumento de la frecuencia de lavado y desinfección 

de las unidades del acueducto, de la planta de trata-
miento y de los tanques de almacenamiento, la pre-
cloración (adicionar cloro al momento de ingresar el 
agua a la planta de tratamiento), la desinfección de su-
perficies, limpieza y desinfección de filtros domésticos 
y unidades de almacenamiento para hogares, mayores 
tiempos de ebullición del agua, mayores tiempos de 
exposición a la radiación solar, uso de dosis adecuadas 
de productos de cloro y mayor tiempo de contacto de 
estos productos, etc.

Así, por ejemplo, un acueducto de Paipa-Boyacá seña-
la que están lavando y desinfectando más seguido las 
unidades de la planta de tratamiento, haciendo énfasis 
en el lavado de los filtros, y el tanque de almacena-
miento (conversación personal, asociado del Acueduc-
to Regional Resguardo de Bonza, 10 de agosto 2020). 
También es el caso de un acueducto de Palmira-Valle 
del Cauca que incluso con esta práctica ha logrado su-
perar sus estándares de calidad del agua como lo dice 
una lideresa de la organización, haciendo énfasis en 
que antes de la emergencia ya cumplían con la norma-
tividad vigente en términos de calidad (conversación 
personal, asociada de ASOAVEAGUASCALUCE, 12 
agosto 2020).

En otros casos, adicional a las jornadas de limpieza 
en bocatoma y tanque desarenador, se implementó el 
uso del cloro como desinfectante aplicándolo luego de 
terminar el lavado de estas estructuras, tal como es el 
caso de un acueducto en Páramo -Santander (conver-
sación personal, asociado del Acueducto Ojo de Agua 
Palmarito, 3 agosto 2020) y de otro en Barbosa-Antio-
quia (conversación personal, asociada Acueducto Aso-
ciación de usuarios de acueducto de la Vereda Platani-
to, 18 agosto 2020). También se priorizaron las redes a 
la hora de tomar medidas sobre la gestión de la calidad 
del agua durante la pandemia, para ello se crearon jor-
nadas de limpieza más frecuentes como lo manifiesta 
un acueducto en Pasto-Nariño (conversación perso-
nal, asociada Acueducto Resguardo Refugio del Sol El 
Encano, 05 de agosto 2020).

Si bien algunos acueductos usaron cloro como agente 
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desinfectante, su utilización en la ruralidad ha sido mo-
tivo de grandes debates por los múltiples usos del agua 
en el campo. En las áreas rurales el agua es utilizada 
para el consumo humano, la limpieza de los hogares, la 
huerta, los animales domésticos, para la agricultura, la 
ganadería, etc. Estos distintos usos han motivado que 
algunos acueductos comunitarios consideren que no 
tiene sentido “clorar” el agua como parte de los méto-
dos convencionales de tratamiento centralizado, por lo 
que han adoptado sistemas de tratamiento doméstico 
y almacenamiento seguro del agua para el consumo. 
Esta postura política no es la única razón por la que se 
presentan casos en los que no se cuenta con un sistema 
centralizado para el tratamiento del agua y la entrega 
de agua cruda en el campo. Otras razones que pueden 
explicarlo son la topografía del terreno, los tipos de 
fuentes abastecedoras (superficiales o subterráneas), la 
lejanía entre las fincas, aspectos culturales, otras ideas 
de desarrollo, y los recursos económicos.

Sin embargo, garantizar un agua segura y que a su vez 
se constituya en uno de los pilares de la prevención y 

el control de las enfermedades contagiosas como lo 
es el virus covid-19 también ha sido fundamental para 
los acueductos que durante estos tiempos han conti-
nuado con las campañas de sensibilización para que en 
los hogares usen algún medio de tratamiento del agua. 
Al respecto un acueducto en Ocamonte-Santander ha 
realizado jornadas de sensibilización donde le recalcan 
a la comunidad la importancia de purificar el agua para 
consumo ya sea hirviéndola o utilizando filtros indi-
viduales (conversación personal, asociado del Acue-
ducto Asociación Comunitaria Acueducto Rural Es-
pinales-Cabrera Vereda Aguafria, 03 de agosto 2020). 
También en un acueducto del Páramo-Santander del 
cual uno de sus asociados menciona que “lo que hicie-
ron los presidentes anteriores fue comprar unos filtros 
de barro para cada casa y así poder que todos tuvieran 
acceso al agua potable” (conversación personal, aso-
ciado del Acueducto Ojo de Agua Palmarito, 3 agosto 
2020).

En ese sentido, no hay “un único” tratamiento o po-
tabilización del agua como lo pretende la normativa 
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estipulada en la Resolución 2115 del 2007 del Ministe-
rio del Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, al 
establecer como instrumento básico para garantizar la 
calidad del agua el “Índice de Riesgo de la Calidad del 
Agua para consumo humano” – IRCA-. Para calcular 
dicho indicador se asigna un puntaje de riesgo de 15 
puntos al parámetro cloro residual libre haciendo que 
cualquier acueducto que no use el cloro como desin-
fectante manteniendo un residual, aun cumpliendo 
con los demás parámetros exigidos (20 parámetros) 
obtendrá un nivel de riesgo en salud medio, significan-
do la clasificación del agua como no apta para consu-
mo humano.

Conexión y Reconexión del servicio de agua

Si bien el gobierno nacional expidió el Decreto Ley 
441 del 20 de marzo del 2020 que obligaba a las em-
presas prestadoras a la reconexión inmediata del servi-
cio de agua a las familias que estuvieran desconectadas 
por falta de pago, los resultados de esta investigación 
demostraron que para la mayoría de las organizaciones 
comunitarias dicha medida era innecesaria dado que la 
desconexión no hace parte de sus prácticas en la ga-
rantía del derecho al agua (RNAC, 2020a). Así también 
se constata en la encuesta, al registrar que un 91 % de 
las organizaciones realizaron acciones adicionales para 
garantizar el suministro de agua durante la pandemia. 
Para el restante 9 %,  no fue necesario implementar 
nuevas medidas. 

Sin embargo, aquellos casos en los que los acueductos 
han incorporado en mayor medida las normas de pres-
tación del servicio del Estado contenidas en el Decre-
to 302 de 2000 o que excepcionalmente tuvieran casos 
de desconexión del suministro del agua se encontró 
que cumplieron con la medida de reconexión. Así lo 
relata un asociado del Acueducto Veredal AQUA7, 
Acacias-Meta señalando que “se habían hecho unas 
suspensiones porque estaban los predios desocupa-
dos, pero el tema de la pandemia hizo que muchas 
personas retornaran para ubicarse en esos predios, en-
tonces había que buscar la manera de solucionarles. Se 
hicieron unos acuerdos de pago con ellos y pues tene-

mos la expectativa de que ahora que vamos a facturar 
el mes de Julio ya empiecen ellos a realizar los pagos” 
(conversación personal, 03 de agosto 2020). 

Asimismo, debido el aumento de personas que se fue-
ron a vivir al campo durante las medidas de aislamiento, 
así como al crecimiento poblacional interno, muchas 
organizaciones reportaron medidas de ampliación de 
la red de suministro de agua conectando a nuevas fa-
milias mediante el otorgamiento de los derechos de 
agua, como en el caso de la Asociación de usuarios del 
acueducto de Nariño y Palo de Agua, Lorica-Córdoba. 
Esta medida consiste en el aporte económico al acue-
ducto que hace una nueva familia que busca acceder 
a su red de suministro como beneficiaria.  Se trata de 
una práctica común en varias regiones de Latinoamé-
rica (Boelens, 2009) basada en el reconocimiento del 
trabajo histórico de la organización para el cuidado de 
la cuenca y del territorio, o, como explica una asociada 
del Acueducto El Encano-Nariño: “Si bien la gente 
que llega compra la tierra, no compra los derechos co-
munitarios que se han adquirido por años, porque acá 
la gente cuida los árboles para que no se vaya el agua, 
siembra, hace reforestación, es decir lo más sagrado 
que se tiene es el agua entonces la gente no puede pre-
tender venir acá con dinero y querer comprar algo que 
se ha cuidado históricamente, es decir por años” (con-
versación personal, 05 de agosto 2020).

En los casos en los que no es posible la conexión de 
la familia a la red del acueducto, las organizaciones 
también informaron sobre prácticas alternativas para 
proponer soluciones temporales a población que no 
cuente con suministro de agua, ya sea porque habitan 
más arriba de la cota de servicio o porque sus fuentes 
de agua se ven afectadas por procesos de degradación 
ecológica, como en el caso de la Asociación Comu-
nitaria del Acueducto Veredal AQUA7, Acacias-Meta.

Formas de Financiamiento

A diferencia de los esquemas empresariales de suminis-
tro de agua que garantizan su financiamiento mediante 
el cobro de una tarifa regulada que incorpora tanto los 
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costos fijos del servicio como los costos por consumo 
de acuerdo a la cantidad de agua utilizada por el usua-
rio, en el caso de la GCA la sostenibilidad económica 
de los acueductos se garantiza mediante los aportes o 
contribuciones que hacen sus asociados y beneficia-
rios. Una de las formas más comunes de contribución 
es la cuota familiar cuyos valores y periodicidad varían 
en cada organización. Sin embargo, de ella no depen-
de exclusivamente la sostenibilidad de la organización, 
sino que más bien recae en una serie de acciones co-
lectivas e individuales como convites, trabajo comuni-
tario, cuotas extraordina-
rias, gestión para recaudar 
fondos, aportes solidarios 
de las/los asociadas/os, 
etc. Durante la emergen-
cia estos acuerdos comu-
nitarios también sufrieron 
impactos, a continuación 
expondremos algunas de 
las medidas implementa-
das para resolverlos:   

Acuerdos sobre la cuota 
familiar

Entre los acueductos co-
munitarios hay conciencia 
sobre la imposibilidad de 
ofrecer gratuidad en el 
suministro del agua por 
los costos que tiene su 
operación, no obstante, la 
definición de cuota debe 
garantizar un mínimo de 
aportes de los asociados 
aun cuando sea muy baja 
o sólo una vez al año. En 
ese sentido, como lo menciona el acueducto rural Es-
pinales-Cabrera Vereda Aguafria de Ocamonte-San-
tander: “nosotros como asociación comunitaria no 
podemos dejar de cobrar la cuota de sostenimiento 
la cual siendo una sola vez al año ya es mínima y de 
acuerdo a los gastos que haya a veces es insuficiente” 

(conversación personal, asociado, 03 de agosto 2020). 

Los aportes en muchos casos son cuotas fijas, que no 
dependen del consumo, de este modo no es el agua 
lo que se cobra, sino los costos por el suministro, la 
infraestructura, el trabajo de mantenimiento. De este 
modo, la cuota es un gesto de compromiso con lo co-
lectivo, que no busca crecimiento económico para el 
acueducto. Por lo anterior, ante circunstancias espe-
ciales como las que pudieron desprenderse de la de-
claratoria de emergencia nacional, es común que dicha 

cuota sea revisada median-
te el acuerdo de aportes 
extraordinarios o incre-
mentos temporales en 
la contribución familiar 
(Conversación personal, 
asociada Acueducto el En-
cano, Nariño, 05 de agosto 
de 2020). 

Finalmente, es importante 
mencionar que en la ges-
tión de recursos adicio-
nales que hacen los acue-
ductos comunitarios para 
cubrir los costos de ope-
ración, las organizaciones 
también acuden a los entes 
territoriales para acceder a 
los subsidios a los que por 
ley tienen derecho. Sin em-
bargo, las diferentes con-
cepciones que se le atribu-
yen al pago, denominado 
como “cuota familiar” se-
gún los acueductos comu-
nitarios, y referido como 

“tarifa” por las empresas y el Estado, genera dificulta-
des en la interacción público-comunitaria. En su fun-
ción de regulación el Estado debe propender porque 
las empresas no incurran en cobros desproporciona-
dos en las tarifas de suministro de agua para incremen-
tar sus niveles de ganancia en el negocio. Dicho riesgo 
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no existe en la GCA porque ella no está orientada por 
el ánimo de lucro. Sin embargo, ante la ausencia de 
una normativa diferencial, los entes territoriales con-
dicionan el acceso a los subsidios obligando a los acue-
ductos comunitarios a hacer ajustes en el recaudo en 
términos que muchas veces no les son familiares, que 
implican grandes costos, que desconocen los acuerdos 
comunitarios sobre recaudo y que se alejan de las ca-
pacidades reales de contribución de los y las asociadas, 
todo ello para poder acceder a los subsidios a los que 
por ley tienen derecho. 

Ante la denuncia reiterada de esta situación, en el 
marco de la pandemia el gobierno expidió una nueva 
norma flexibilizando el acceso a subsidios para acue-
ductos rurales con la única condición de estar inscritos 
ante la Superintendencia de Servicios Públicos Domi-
ciliarios (SSPD). Tal como se mencionó anteriormen-
te, dicha medida posibilita el acceso de subsidios a tan 
sólo 1200 acueductos comunitarios, de más de 12000 
censados oficialmente y más de 20000 en los cálculos 
de la RNAC. Además, dicha institución de vigilancia y 
control es también la encargada de verificar la imple-
mentación del marco tarifario expedido por la Comi-
sión de Regulación del Agua (CRA), de modo que la 
exigencia de transformar la cuota familiar en tarifa no 
deja de ser una limitante.

Facilidad en los acuerdos del pago de las cuotas

Durante la emergencia la gran mayoría de acueductos 
comunitarios implementaron diferentes formas de 
facilidad de pago ya sea otorgando mayor plazo, di-
vidiendo el monto en cuotas, abriendo otros puestos 
de pago para facilitar la movilidad, exonerando a las 
familias con mayor necesidad económica, entre otras. 
Es importante resaltar que, en todos los casos, fue de 
gran valor el conocimiento interno sobre la situación 
económica y social de cada una de las familias por 
parte de la junta del acueducto. Esta información per-
mitió tomar decisiones acertadas, equitativas y justas. 
En ese sentido, para establecer acuerdos de pago en 
el marco de la pandemia, los acueductos como en el 
caso del acueducto de Cascajo de Marinilla-Antioquia, 

conversaron con los asociados y establecieron distin-
tas rutas (conversación personal, asociada Cascajo, 04 
de agosto 2020). Otros acueductos en Palmira-Valle 
del Cauca, mantuvieron una comunicación constante 
con las familias privilegiando las relaciones de co-res-
ponsabilidad, apertura al diálogo y cuidado de la salud 
(conversación personal asociada ASOAVEAGUAS-
CALUCE, 12 de agosto 2020).

En el marco de la pandemia, la situación de falta de 
pago en algunos casos no sólo se acentuó debido a la 
crisis económica que propició la pandemia, sino de-
bido a la confusión que generaron las políticas para 
facilitar los pagos y las de subsidios de emergencia que 
implementó el gobierno. Estas crearon la expectativa 
de que el gobierno iba a pagar el total de las cuotas 
durante el periodo de emergencia de la pandemia, por 
un lado por el anuncio del Decreto 580 que autori-
zaba a los alcaldes para subsidiar el total de los cos-
tos de suministro de agua (norma que pierde validez 
y efectos al ser declarada inexequible por la falta de 
algunas firmas de los ministros), y por otro lado por el 
anuncio del Decreto 819 que creó el “nuevo subsidio 
rural” que como se ha dicho sólo beneficiaría a unos 
pocos acueductos y sólo de manera temporal. Así, por 
ejemplo, en los casos de los acueductos de Cascajo 
de Marinilla-Antioquia y del Resguardo de Bonza de 
Paipa-Boyacá, tuvieron que abrir diferentes canales de 
información con sus asociados para explicar bien las 
políticas del gobierno y para acordar con ellos pactos 
teniendo en cuenta sus reglas y normas internas (con-
versación, asociada acueducto Cascajo, 04 de agosto 
2020; conversación personal, asociado Resguardo de 
Bonza, 10 de agosto 2020). 

No cortar el suministro de agua por falta de pago

Durante la pandemia, los acueductos comunitarios no 
realizaron corte del suministro de agua por falta de 
pago. No es habitual que los acueductos comunitarios 
corten el suministro de agua a alguno de sus beneficia-
rios y menos por falta de pago, sino más bien buscan 
mecanismos de control social o de co-responsabili-
dad.. Inclusive en un contexto exento de pandemia o 
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de una situación de emergencia, los acueductos han 
intentado garantizar el mínimo vital a los beneficiarios 
que tienen dificultades de pago. Un claro ejemplo de 
ello se aprecia en el actuar de los acueductos de Girar-
dota y Don Matías en el departamento de Antioquia 
quienes han implementado unas válvulas de control de 
flujo para poder garantizar este derecho.

Existen asociados que desde antes de la pandemia no 
realizaban sus pagos. Como en los casos de los acue-
ductos comunitarios del resguardo indígena Refugio 
del Sol El Encano en Pasto, Nariño y el acueducto de 
la Vereda Platanito en Barbosa en el departamento de 
Antioquia. Ante las dificultades de recaudo por falta 
de solidaridad o compromiso de algunos asociados, la 
preocupación o la falta de claridad sobre cómo solu-
cionar los problemas no es excusa para dejar de ga-
rantizar el derecho de acceso al agua. Es decir, pese al 
no pago, independientemente de la razón, se continúa 
suministrando el agua.

En algunos acueductos, en cambio, la conciencia so-
bre el agua como bien común ha implicado que no 
haya tanta preocupación por el financiamiento durante 
la pandemia. El acueducto de la Vereda Platanito en 
Barbosa-Antioquia, por ejemplo, indica que en general 
los asociados han venido realizando sus pagos (con-
versación personal, 18 de agosto 2020). Y así mismo, 
acueductos como el del Resguardo de Bonza de Pai-
pa-Boyacá (conversación personal, 10 de agosto 2020) 
y el del Cascajo de Marinilla-Antioquia (conversación 
personal, 04 de agosto 2020) mencionan que la cons-
tancia en el pago se ha mantenido en un promedio 
significativo. Muchos acueductos son totalmente in-
dependientes y cubren todos sus costos a partir de la 
autogestión.

Formas de redistribución socioeconómica

Los acueductos comunitarios tienen conocimiento 
profundo sobre las necesidades y capacidades econó-
micas de los habitantes de la vereda, y en ese sentido 
cumplen a través de sus prácticas comunitarias con los 
objetivos de solidaridad y equidad que no alcanza a 

garantizar la norma estatal que define la estratificación 
socioeconómica. Un caso ilustrativo es el acueducto 
ASOAVEAGUASCALUCE de Palmira-Valle del Cau-
ca, quienes analizaron de manera profunda la situación 
económica de la comunidad para poder exonerar a las 
familias más vulnerables en el marco de la pandemia. 
Este ejercicio analítico se hizo a partir del reconoci-
miento al trabajo histórico y a las normas propias del 
acueducto, por lo que implicaba una relación de co-
rresponsabilidad (conversación personal, 12 de agosto 
2020). Así mismo, en el acueducto regional del Res-
guardo de Bonza en Paipa-Boyacá, también realizaron 
un análisis financiero del acueducto para evaluar la 
posibilidad de otorgar un mes de gracia a los asocia-
dos. Ello se llevaría a cabo en virtud de la estratifica-
ción económica que ellos realizan, muy distinta a la 
que propone el gobierno (conversación personal, 10 
de agosto 2020)  

En términos de los criterios definidos por el Estado 
para realizar la estratificación socioeconómica, los 
acueductos tienen fuertes críticas sobre éstos y su per-
tinencia en los territorios rurales. Como lo indica el 
acueducto regional del Resguardo de Bonza en Pai-
pa-Boyacá: “el gobierno no está muy claro en cómo se 
debe hacer esa estratificación y nosotros sí, como ya se 
conocen todas las personas, los ingresos, que tienen, 
de donde lo sostienen, que hacen para obtenerlo, etc.” 
(conversación personal, asociado acueducto de Bonza, 
10 de agosto 2020).

Compromiso con la sociedad

Existen lugares en donde las administraciones munici-
pales no han pagado las cuotas del suministro de agua 
de los centros educativos públicos locales, generando 
una carga a los acueductos comunitarios quienes pese 
al incumplimiento del ente territorial continúan sumi-
nistrando el agua de forma permanente a la institución 
educativa. Esta deuda, en tiempos de pandemia o de 
emergencia, debilita aún más el funcionamiento del 
acueducto. Esto sucede, por ejemplo, en el caso del 
acueducto Rural Espinales-Cabrera Vereda Aguafria 
en Ocamonte-Santander, en donde el acueducto no ha 
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dejado de proveer agua a la institución educativa, a pe-
sar de que la administración municipal no haya realiza-
do el pago (conversación personal, 03 de agosto 2020).

Acceso a subsidios estatales

Subsidios ordinarios

Algunos acueductos han logrado acceder a los subsi-
dios estatales otorgados por los municipios para garan-
tizar acceso al agua a las familias con menores ingresos. 
Este es un subsidio indirecto regulado por la ley 142 de 
1994, que implica registrarse en la Superintendencia de 
Servicios Públicos y hacer parte del Sistema General de 
Participación. El acceso a este subsidio muchas veces 
depende de la voluntad política de la administración 
local. Aun cuando los acueductos acceden a estos sub-
sidios ordinarios mantienen la posibilidad de estable-

cer acuerdos flexibles para recaudar el porcentaje no 
subsidiado. Más que obtener el dinero en determinado 
tiempo, lo que importa a la hora de establecer acuerdos 
de pago es el compromiso y la corresponsabilidad en-
tre el acueducto y sus asociados -asociadas. 

Por ejemplo, el acueducto comunitario de Nariño y 
Palo de Agua en Lorica-Córdoba recibe un subsidio 
del 50% del total de la cuota familiar. Sin embargo, a 
pesar de recibir ese apoyo el acueducto ha propuesto 
diferir las cuotas a las familias como forma de pago 
alternativa. Con todo, hay asociados que no pagan 
(conversación personal, 03 de agosto 2020). Así mis-
mo está el acueducto veredal AQUA7 en Acacias-Me-
ta que recibe subsidios, lo cual genera un descuento 
en la cuota familiar. De todos modos, ellos también 
establecen acuerdos de pagos que permiten flexibi-
lizar las cuotas, teniendo en cuenta las relaciones de 
compromiso y corresponsabilidad con sus asociados y 
asociadas (conversación personal, 03 de agosto 2020).

Sin embargo, son pocos los acueductos comunita-
rios que logran acceder a este subsidio, debido a los 
criterios y a la gran cantidad de requisitos exigidos 
por parte del Estado. Según la encuesta realizada para 
este estudio, sólo 21 % de los acueductos comunita-
rios indicaron que habían accedido a nuevas formas 
de financiamiento durante la pandemia. Este dato 
refleja lo complicado que es acceder a los subsidios 
estatales en general. 

Las organizaciones comunitarias consideran que es 
casi imposible cumplir con todos los requisitos que 
muchas veces les significan cargas absurdas además de 
no reportar ningún beneficio para la comunidad. Pri-
mero, deben realizar un estudio tarifario de acuerdo a 
la Resolución 825 de 2017, y la Resolución CRA 844 
de 2018 (dicho estudio exige estratificar a la población, 
contratar a un contador con conocimientos especiales 
en normas NIIF -Normas Internacionales de la In-
formación Financiera, reportar estados financieros, 
elaborar un catastro de usuarios, etc.) y éste debe ser 
avalado por la CRA. Los mecanismos de vigilancia y 
control son bastante extensos. Luego, “la tarifa” es-
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tablecida debe ser aprobada por la comunidad. Este 
asunto de la “tarifa” es bastante complicado ya que 
rompe con la manera en que los acueductos acuerdan 
lo que ellos denominan como la cuota familiar. Segun-
do, deben inscribirse en la SSPD para ello se solicitan 
otra cantidad de requerimientos como tener una pági-
na web para subir los estados financieros, sin contar 
con las limitaciones de conectividad que siguen impe-
rando en territorios rurales, además de reportar infor-
mación en más de 600 formatos que deben diligenciar 
también por vía virtual. En tercer lugar, suele suce-
der que los entes territoriales municipales establecen 
condiciones especiales adicionales como, por ejemplo, 
presentar la solicitud antes de ciertas fecha, y otra can-
tidad de requisitos. Muchas veces ante la imposibilidad 
de acceder a estos subsidios cruzados otorgados por 
el Estado, los acueductos definen por sí mismos la fi-
nanciación solidaria por parte de quienes están en me-
jor condición económica a quienes tienen condiciones 
económicas más precarias.

Subsidios de emergencia

En virtud del decreto 580 (declarado inconstitucional) 
como medida de emergencia dictada por el gobierno 
nacional, algunos municipios definieron de acuerdo 
con su voluntad política y su capacidad presupuestal 
garantizar el pago del servicio de acueducto para los 
estratos 1, 2 y 3. Esta política pudo beneficiar a un nú-
mero reducido de acueductos comunitarios que cum-
plieran con las normas para acceder a los subsidios 
indirectos (SGP) y que estuviesen registrados ante la 
Superintendencia. Como lo dice el acueducto de la Ve-
reda Platanito, de Barbosa-Antioquia, “tampoco apli-
caríamos porque precisamente nos empiezan a exigir 
una cantidad de documentos o procesos en la parte de 
infraestructura con los que no contamos” (conversa-
ción personal, 18 de agosto 2020).

Por ejemplo, el acueducto veredal AQUA7 de Aca-
cias-Meta logró acceder a este subsidio debido a que 
cumplía con requerimientos previos, estaba registrado 
ante la Superintendencia y dado que el municipio de su 
jurisdicción aceptó subsidiarlos. Sin embargo, evaluan-

do el alcance de esta política consideran que conlleva 
demasiado esfuerzos y exigencias en términos buro-
cráticos y de recursos y capacidades, condiciones que 
muy pocos acueductos comunitarios podrían cumplir 
(conversación personal, 03 de agosto 2020). Además, 
los mecanismos de vigilancia y control que despliegan 
estos subsidios son de tal envergadura que casi ningún 
acueducto comunitario tiene la capacidad de gestionar. 

Otro acueducto que logró acceder a este subsidio de 
emergencia fue el de Nariño y Palo de Agua de Lori-
ca-Córdoba. Este acueducto ya contaba con el subsi-
dio ordinario por lo que, durante los meses de mayo 
y junio, la alcaldía de Lorica mediante el subsidio de 
emergencia cubrió el pago restante. Sin embargo, los 
asociados siguen creyendo que el gobierno va a con-
tinuar pagando el 100% de la tarifa. Esto ha contri-
buido a crear una situación de desorden en los pagos, 
situación que repercute en la viabilidad financiera del 
acueducto (conversación personal, 03 de agosto 2020).

Los decretos publicados durante la época de pande-
mia son confusos en relación con los requisitos y a 
las particularidades de los acueductos comunitarios 
generando conflictos al interior de las organizacio-
nes comunitarias. Según las palabras del acueducto de 
Bonza, en Paipa-Boyacá: “El gobierno desinforma a 
la población sacando decretos que no incluyen a los 
acueductos comunitarios y que confunden a los usua-
rios sobre el pago de las cuotas” (conversación perso-
nal, 10 de agosto 2020). Otro ejemplo es del acueducto 
de Nariño y Palo de agua de Lorica-Córdoba, quienes 
constatan que “esas medidas son para unos acueductos 
grandes, pero a nosotros como una organización pe-
queña, siento que nos ha perjudicado porque nos obli-
ga a garantizar el servicio y como acueducto pequeño 
sobrevivimos de lo que recaudamos de los suscriptores 
y pese a que recibimos subsidios con esto apenas pode-
mos cubrir los gastos que se tienen dentro de la orga-
nización” (conversación personal, 03 de agosto 2020).

Subsidio rural creado durante la pandemia

En Colombia no había subsidios para acueductos 
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rurales. Luego, de una mesa de trabajo se aprobaron 
subsidios rurales siempre y cuando estén vigilados por 
la Superintendencia. Según el Ministerio es una “prue-
ba piloto” por ahora medida de emergencia, la idea 
es que se institucionalice. El problema es la forma de 
acceder - costos de inscripción, registro, etc. Hay mu-
chos acueductos comunitarios que no podrían acceder 
a este subsidio.

Con relación a este subsidio rural, existe una presión 
muy alta para que los acueductos se inscriban en la 
SSPD. Ello, a pesar de que esta inscripción conlle-
va a una gran cantidad de requisitos, trámites y cos-
tos burocráticos, así como un modelo de gestión del 
agua instrumental y basado en lógicas de mercado. 
Como lo indica el acueducto vecinal de las Aguas de la 
vereda Caluce de Palmira-Valle del Cauca, este decre-
to de subsidios rurales implica registrase a la Super-
intendencia de Servicios Públicos y cumplir con una 
serie de requisitos. Requisitos que van suprimiendo o 
debilitando la fuerza comunitaria de los acueductos 
subsumiéndolos a lógicas mercantiles y burocráticas. 
Ya que, entre otras cosas, los forzarían a adscribirse 
a la metodología tarifaria definida por el Estado bajo 
parámetros empresariales, a una serie de gastos admi-
nistrativos y de sobrecostos altísimos. Condiciones 
que los acueductos comunitarios no sólo no están en 
posibilidad de soportar, sino que van en contra de sus 
principios de reciprocidad y solidaridad comunitaria 
(conversación personal, ASOAVEAGUASCALUCE 
12 de agosto 2020). 

Finalmente, hay quienes también creen que el gobierno 
al no ser claro sobre las exigencias para acceder a los 
subsidios durante la emergencia genera falsas expecta-
tivas. Así lo indica el acueducto regional Resguardo de 
Bonza de Paipa-Boyacá, al decir que el gobierno expi-
de decretos que desinforman a la población indicando 
que van a subsidiar a todos los acueductos rurales, pero 
no clarifican que estos deben reunir una serie de con-
diciones (conversación personal, 03 de agosto 2020). 
Al decir que por primera vez se va a financiar a los 
acueductos rurales, genera expectativas al interior de 
las organizaciones que se traducen en conflictos entre 

asociados y que además alimenta la cultura del no pago.

Reflexiones finales y recomendaciones

Los acueductos comunitarios se rigen por normas 
consuetudinarias. Hacen un trabajo local que no de-
pende del Estado, es más la presencia del Estado es 
vista con desconfianza y preocupación muchas veces 
dada la relación jerárquica que establece y la imposi-
ción de medidas que, en lugar de fortalecer, descono-
cen la gestión comunitaria. Sin embargo, también es-
tán los acueductos que quieren ser tomados en cuenta 
por el Estado. Sobre todo, en relación con el Estado 
Social de Derecho que tiene como fundamento velar 
por la redistribución social y la equidad entre todos los 
ciudadanos.

Los acueductos comunitarios son entendidos como 
patrimonio, soberanía, identidad campesina, colectiva, 
indígena y autogestión. Son importantes porque son 
el espejo del territorio y son los garantes del derecho 
humano al agua. Sin su existencia muchas comunida-
des no tendrían agua para esta época o para cualquier 
época del año, además es una manera comunitaria de 
gestionar las necesidades, es la manera comunitaria de 
hacer valer esa vecindad, esos lazos y redes que se pue-
den construir desde la misma comunidad. 

Como ellas y ellos lo dicen “somos la vida de nues-
tra comunidad, porque un territorio sin agua moriría 
y porque somos el futuro de nuestras descendencias. 
Somos y seremos los únicos que realmente amamos 
este recurso, somos los que realmente no lo vemos 
desde el punto capitalista sino desde el punto social 
y comunitario y nadie más que nosotros con sentido 
de pertenencia, realmente y con amor a nuestra co-
munidad. Debemos de seguir auto sosteniéndonos, de 
seguir adelante, no dejar caer esos procesos que lleva-
mos de tantos años que los crearon nuestros abuelos, 
nuestros tíos, nuestros vecinos y darles esta gran he-
rencia a nuestros hijos y a nuestros nietos” (conversa-
ción personal, asociada ASOAVEAGUASCALUCE, 
12 de agosto).
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Los acueductos comunitarios han sido autoconstrui-
dos por los propios habitantes del territorio, por ello la 
importancia del trabajo de la comunidad. En sus pro-
pias palabras:

Para nosotros significa todo. Mira que AQUA7 lle-
va 48 años de haberse construido y solamente una 
vez en la vida se ha tenido servicio de ingeniería 
externa, de resto todas las obras que se han desa-
rrollado las ha construido la comunidad y profe-
sionales que han salido de la misma comunidad. 
Para nosotros es importante porque es un proce-
so de identidad, las personas llegan a trabajar y a 
construir, entonces lo que cuestan los materiales, 
llevarlos a lomo de mula y todos esos procesos ha-
cen que la gente se enamore. Si alguien se vincula 
en algún momento con la asociación, toda la vida 
recuerda la asociación y cuando necesitan de ella, 
entonces siempre hay disposición. Nuestros abue-
los construyeron esto y ya venimos la generación 
de los nietos, entonces que mejor que ellos para 
que fortalezcan el proceso y ya con conocimientos 
más estructurados, mejores diseñados. El conoci-
miento empírico de nuestras comunidades es bas-
tante extenso” (conversación personal, acueducto 
AQUA7, 03 de agosto 2020).

Al principio de la pandemia hubo más afectaciones, 
como por ejemplo las relacionadas a la imposibilidad 
de reunirse para llevar a cabo las reuniones del acue-
ducto. Así mismo se paralizaron varias actividades que 
tenían programadas. La relación con la administración 
pública durante estos meses de pandemia, en algu-
nos casos, se encuentra afectada. Ello debido a que la 
pandemia coincidió con el inicio de nuevos gobiernos 
locales y regionales, y con el arranque del Plan de De-
sarrollo Municipal. En varios municipios no tuvieron 
en cuenta a los acueductos en los planes de desarrollo. 
No están convocando a las organizaciones comunita-
rias para tomar decisiones locales. 

De igual manera, la relación con el Estado en general 
no ha sido muy cercana. La relación con la Superinten-
dencia es también lejana. Los acueductos no ven via-

bles escenarios de interlocución con esta institución, 
debido a que sus objetivos de vigilancia y control van 
en contravía de sus principios solidarios comunitarios 
y redistributivos. Existen casos de acueductos comu-
nitarios que se inscribieron a la SSPD y terminaron 
perdiendo su autonomía, su organización, y transfor-
mando sus prácticas comunitarias para adoptar las que 
son propias de una organización empresarial (conver-
sación asociada Palmira, fecha, Acueducto resguardo 
indígena El Encano). Un acueducto comunitario no 
puede concebir su existencia sin tener garantizada su 
autonomía y la organización comunitaria.

Los impactos económicos se verán más claramente el 
próximo año, en el 2021, ya que se reducirá el presu-
puesto para implementar proyectos de mejoramiento 
de la red o para solucionar daños en el sistema. Las 
exigencias económicas de la SSPD son muy altas para 
la población beneficiada por los acueductos comuni-
tarios, pues además de incluir la imposición de la es-
tructura tarifaria con base a la resolución 825 y 844 
de la CRA, también incluye unos cobros considerados 
contribuciones obligatorias para el sostenimiento de la 
institución estatal (actualmente dichas contribuciones 
se están cobrando a los acueductos comunitarios in-
cluyendo intereses de mora por varios años en los que 
los cobros se habían suspendido por acuerdo entre 
esta institución con las organizaciones comunitarias). 
A estos costos también se les suma el cobro anual por 
el registro ante la Cámara de Comercio, una institu-
ción privada de la que depende el reconocimiento de 
la personería jurídica de las organizaciones comuni-
tarias. Aunque en los acueductos comunitarios existe 
un compromiso con la comunidad, más allá de una 
lógica instrumental, porque apelan a los vínculos y a 
las relaciones de solidaridad, de todos modos, existe 
incertidumbre sobre el futuro y esperan que el gobier-
no establezca políticas para la gestión comunitaria del 
agua en los territorios rurales y urbanos.

En términos ambientales existen retos con relación a 
la escasez del agua debido a la falta de reforestación 
en las partes altas del nacimiento por incumplimiento 
de las obligaciones de las autoridades públicas. Una 
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solución sería la adquisición por parte del Estado o del 
acueducto de estos terrenos con el fin, en ambos ca-
sos, de reforestar y realizar siembra del agua con par-
ticipación de la comunidad. Necesidad de extender la 
pedagogía ambiental para la conservación y buen uso 
del patrimonio hídrico Otro desafío es el manejo de 
las aguas residuales, que está contaminando y termi-
na en los ríos. Así mismo existen amenazas sobre el 
territorio como los proyectos extractivos tales como 
minería, monocultivos, agronegocio, extensión de ga-
nadería a gran escala, e inclusive proyectos energéticos. 
Como por ejemplo, el trazado de línea energética por 
toda la Cordillera de los Andes, que implicaría destruir 
bosques nativos enteros.

La crisis provocada por esta pandemia ha demos-
trado la potencia de la gestión comunitaria del agua 
fundamentada en la economía solidaria.  Esta con-
ciencia reafirmada anima la exigencia al estado de su 

reconocimiento y fortalecimiento como construcción 
comunitaria propia y como la manera de mantener y 
garantizar procesos de conservación, restauración y 
protección de las cuencas, las fuentes, los manantiales 
de agua que garantizan el bienestar de las comunida-
des. En la articulación de la RNAC se ha realizado un 
trabajo muy fuerte para defender la organización co-
munitaria hasta construir y proponer una ley propia 
acorde a las particularidades de la GCA que además 
representa un avance en los desarrollos del derecho 
al agua al incorporar su dimensión individual (agua 
para consumo humano), colectiva (protección de las 
cuencas hídricas) y comunitaria (garantía de la gestión 
comunitaria del agua). Dicha construcción aún no ha 
sido incorporada en la normativa nacional pero ha ser-
vido como hoja de ruta colectiva en los procesos de 
incidencia locales y en los escenarios de interlocución 
nacional y visibilización internacional.
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